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1.- VISTOS 

Desata la Sala la impugnación interpuesta por la señora NATALIA TRILLERAS GIRALDO, en su condición de agente oficiosa del interno GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo promovida en contra del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario -INPEC- y el Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira -en adelante EPMSC-.
2.- DEMANDA 

Los hechos fueron narrados por la esposa del señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, como agente oficiosa, de la siguiente manera: (i) su cónyuge fue condenado por delitos contra la administración pública, cuando se desempeñó como Gerente de la desaparecida EPS Risaralda en el año 1999, siendo servidor público, así como otros que desempeñó hasta antes de su detención; (ii) luego de ser capturado fue internado ilegalmente en el patio 2° de la cárcel de Pereira y por ello se le solicitó al Director de la misma dar el trámite previsto en el artículo 20 de la Ley 65/93, modificado por la Ley 1709/14, referida al trato diferencial favorable a los servidores o exservidores públicos condenados, para que la reclusión de su compañero fuera en el patio ERE, dándose cumplimiento a la ley y a sentencia de la Sala Laboral del Tribunal Superior; (iii) el Director indicó que lo pedido se envió por competencia a la ciudad de Bogotá, lo que contraría el querer del legislador, máxime que los hechos que se le endilgaron a su esposo se enmarcan dentro de sus funciones como Gerente de la EPS Risaralda, además ha sido servidor del INCODER, Alcaldía de Pereira, entre otros; (iv)  solicita se dé aplicación al artículo 11 de la ley 1709/14; (vi) su esposo padece de diabetes, deber tener a la mano una dosis de “Insulina Glargina de DN Convinado”, que requieren estándares de conservación y refrigeración, lo que no ha podido cumplir en su lugar de detención, con las consecuencias que ello podría representar para su salud a causa de su indebida manipulación o suministro tardío; (vii) al no poder seguir las instrucciones médicas por su situación de reclusión y limitaciones en medicamentos y alimentos, pues los que consume y que proporciona el establecimiento están prohibido por prescripción médica, ha sufrido complicaciones en su salud  y debió ser valorado por medicina legal y remitido a otros especialistas sin que a la fecha se haya acatado; y (viii) considera vulnerados los derechos a la salud y de petición al no dar respuesta de fondo a lo reclamado, así como a la calidad de vida al no poder seguir las indicaciones del galeno y la dieta para afrontar su enfermedad, máxime que cada día que pasa su compañero se deteriora más al punto de ver afectados algunos de sus órganos, al no poder seguir las órdenes médicas.

Pide se protejan sus derechos y se ordene al INPEC, tanto a nivel nacional como regional, que: (i) procedan a disponer el traslado de GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ al patio -ERE- del EPMSC de Pereira; (ii) cumplan con la dieta y atención médica y farmacéutica que le fueron prescritas; y (iii) efectúen de manera inmediata las remisión médicas requeridas por medicina legal.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y enteró al Director del INPEC, regional Viejo Caldas, así como al del EPMSC de Pereira, y dispuso la vinculación de la Junta Asesora de Traslado de Internos, la USPEC, la Fiduprevisora y el Consorcio PPL 2015.

- El Director (e) de la Regional Viejo Caldas del INPEC, expresó: (i) frente a la solicitud de traslado al patio ERE con el que cuenta el Establecimiento de Pereira, ello es competencia exclusiva de la Dirección General y por ello se actuó de acuerdo al debido proceso, sin que sea cierto que todos los servidores o exservidores públicos tienen derecho al acceso a estos pabellones, como se entiende del artículo 29 de la Ley 65/93; (ii) el señor GUSTAVO no se encuentra encausado en alguno de los perfiles que aduce dicha norma; (iii) en cuanto a la alimentación y salud del interno, ello está en cabeza de la USPEC, quien contrata para tal efecto y por tanto la Dirección General como la Regional del INPEC carecen de competencia al respecto; (v) la USPEC es una entidad independiente del INPEC, siendo ésta la que debe contratar los servicios que requieren los detenidos como salud, infraestructura y alimentación; y (vi) pide su desvinculación del trámite.

- El Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, señaló al respecto: (i) el interno GUSTAVO RODAS está recluido desde julio 6 de 2017 y el día anterior -5 de julio- se recibe petición de la abogada PAULA ANDREA HERNÁNDEZ donde pide la asignación para el patio ERE, por ser exfuncionario público, aunado a su condición de salud; (ii) en julio 25 mediante oficio 5535 se respondió lo reclamado haciéndole saber que la competencia para el traslado a los pabellones de Reclusión Especial –ERE-  le corresponde a la Dirección General, correspondiéndole a la Dirección de Asuntos Penitenciarios, Junta Asesora de Traslado de reclusos, estudiar lo pedido y emitir el acto administrativo pertinente; (iii) se le comunicó a la solicitante que dicha petición sería enviada a la Coordinación de Asuntos Penitenciarios para su estudio -lo cual se hizo en julio 26 de 2017- y aclara que la calidad de exservidor fue remitida directamente por la abogada PAULA ANDREA HERNÁNEZ a la Dirección General del INPEC, con lo cual omitió el conducto regular; (iv) el penal cuenta con una atención básica en salud, asumida por galenos y enfermeras que en coordinación con el área de sanidad del INPEC brindan la asistencia requerida por los internos y para los casos de medicina especializada se cuenta con la FIDUPREVISORA; (v) al señor GUSTAVO RODAS se le atiende la “diabetes” y la insulina se le suministra por el personal de enfermería, como se acredita con las hojas de control de consulta externa, así como medicamentos, exámenes, controles nutricionales con recomendación, siendo llevado en julio 21 de 2017 al INMLCF para valoración, pero no fue atendido al no presentar historia clínica, cita que está pendiente de asignación, y (vi) pide se niegue el amparo.

- La Coordinadora del Grupo de Asuntos Penitenciarios del INPEC, se pronunció así: (i) en julio 26 de 2017 se recibió oficio de la Dirección del EPMSC de Pereira, para pronunciarse, por competencia, ante la petición de ubicación en un patio ERE, del señor GUSTAVO RODAS y en esa misma fecha se envió correo al EPMSC de Pereira indicándoles que no se allegó el reclamo del interno ni los certificados de calidad de servidor público, requeridos para dar trámite a la Junta Asesora de Traslados, sin que la Cárcel se las hubiere allegado; (ii) como la tutela fue presentada por una agente oficiosa, debe valorarse si la misma cumple con las exigencias para ello, toda vez que la situación de discapacidad debe ser probada, pues ello la legitima para incoar la acción a favor del agenciado; (iii) de los certificados aportados en la tutela -de Gestión del Talento Humano de la Alcaldía de Pereira y de la Contraloría  General de la República- ambos casos superan los diez años de retiro, con lo cual se desborda el lapso contenido en la resolución 8777 de agosto 20 de 2009; (iv) frente al tema de salud, esa dependencia no es competente para verificar el estado de los internos, siendo éste del Instituto Nacional de Medicina Legal, con fundamento en el cual se puede determinar si el EPMSC de Pereira cumple con las condiciones para brindar el tratamiento que requiere el recluso o si debe ser trasladado a otro donde se cuente con atención en salud de alta complejidad, y (vi) al no vulnerarse derecho fundamental alguno, pide su desvinculación de esta tutela.
- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios -USPEC-, comunica que: (i) respecto del traslado de interno ello corresponde al INPEC, y hace referencia a la normativa pertinente; (ii) frente a la salud de las personas privadas de la libertad -en adelante PPL-, informa que la misma le compete al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, quien tiene la obligación de prestarlo, para lo cual hace alusión a diferente normativa; (iii)  pide que dicha entidad se desvincule de la presente tutela.
- Por parte de la FIDUPREVISORA se allegó contestación de manera extemporánea, por lo cual no fue objeto de valoración por la a quo.

- La Oficial Mayor del despacho, deja constancia que en agosto 16 de 2017 se trasladó a la Cárcel de Pereira, con el fin de establecer si el señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, se ratificaba en los hechos y pretensiones de la tutela presentada, para lo cual suscribió tal documento.

3.2.- Culminado el plazo constitucional, el a quo en providencia de agosto 17 de 2017 tuteló el derecho de petición que fuera vulnerado por el INPEC y le ordenó a la Dirección General y a la Junta Asesora de Traslados de Internos, que dentro de las 48 horas siguientes proceda a emitir acto administrativo donde resuelva de fondo la solicitud de asignación de pabellón especial al señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, igualmente que la Dirección del Centro Carcelario proceda a gestionar la valoración inmediata del mismo por Medicina Legal, y a la vez se negaron las demás pretensiones expuestas en la tutela.

4.- IMPUGNACIÓN

Debe indicarse que el escrito pertinente, fue radicado por la señora NATALIA TRILLERAS en agosto 24 de 2017 ante la Oficina Judicial, donde se le dio trámite como si de una nueva tutela se tratase, por lo cual se le asignó su conocimiento a uno de los magistrados de la Sala Civil del Tribunal Superior de Pereira, donde luego de verificada la situación y advertidos que se hacía referencia a la apelación del fallo adoptado por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito, le dieron traslado de la misma a ese despacho, donde se recibió en agosto 28 de 2017.

Inconforme con la decisión proferida la agente oficiosa del señor GUSTAVO RODAS hace alusión a iguales argumentos plasmados en el escrito de tutela, pero agregó lo siguiente: (i) es falso que su esposo reciba tratamiento para su enfermedad y dieta especial por ser diabético y ello es una burla para el juez constitucional, por lo cual se deben revisar las minutas de alimentación y registros de glucometría, de las cuales se han negado a darle copia; (ii) aunque se ha tratado de tener contacto con el Director de la Cárcel, se ha negado a atenderla de manera grosera y caprichosa y desconoce que es un servidor público, por lo cual su esposo decidió presentar peticiones a esa Dirección, las que se negaron a recibir y ella inició esta acción de tutela lo que originó que el Director de la Cárcel le advirtiera a su esposo que no molestara más y que si continuaba sería considerado un recluso problema y como consecuencia sería llevado lejos de su familia; (iii) en agosto 22 de 2017 llegó a su celular un mensaje donde se le indicó que a su esposo lo trasladaron a la Cárcel de la Dorada y las causas de ello son políticas, al ser de diferentes corrientes y como retaliación a las peticiones y tutela allegada, lo cual disgustó al Director de la Cárcel de Pereira, así mismo la EPS que atiende a su compañero no presta servicios en la Dorada; (iv)  GUSTAVO RODAS es padre de 4 niños, 2 de ellos menores de edad, quienes residen en Pereira y ella está a cargo de todas las obligaciones, siendo imposible movilizarse a la Dorada con su hijo al no tener recursos para ello y el pequeño es el más perjudicado con el encarcelamiento de su padre; (v) frente a la actitud del Director de la Cárcel, se declara en estado de debilidad manifiesta, ante sus atropellos, y (vi) con fundamento en lo anterior pide: a) se amparen los derechos vulnerados por el INPEC a favor de su compañero y de todos sus hijos; b) se ordene su traslado al patio ERE, que se abstenga de adoptar represalias contra su cónyuge y c) que cumplan con la dieta, la atención médica, farmacéutica y las remisiones médicas requeridas por medicina legal.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto tuteló parcialmente el amparo solicitado por la señora NATALIA TRILLERAS GIRALDO, como agente oficiosa del señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola, en los términos en que lo exige el recurrente. 
5.2.- Solución a la controversia
La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todos los ciudadanos sin discriminación alguna. 

Con antelación a ingresar en el fondo del asunto, es del caso hacer mención a una situación que en sentir de la Sala debe dejarse claro desde ahora:

Es evidente que la acción de tutela en el presente asunto fue interpuesta por la señora NATALIA TRILLERAS GIRALDO, quien adujo ser la compañera del señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ privado de la libertad, a raíz de una sentencia de condena proferida en su contra.

No obstante la informalidad y subsidiariedad de la acción de tutela, con ella se busca la protección de derechos personalísimos y es claro que en principio debe ser interpuesta directamente por el afectado o en su defecto por un apoderado, pero en el caso sometido a estudio se observa que quien la interpuso fue quien dijo ser su compañera, y aunque aduce que actúa como agente oficiosa de este, tampoco expresó cuáles son las razones que impiden que de manera directa el mismo instaure el amparo, pues el hecho de encontrarse privado de su libertad no lo imposibilita per se para acudir ante el juez constitucional en aras de promover la defensa de los derechos que en sentir de su cónyuge le están siendo conculcados por el INPEC, máxime que el señor GUSTAVO RODAS es profesional del derecho, y bien podría actuar en nombre propio, por lo cual el camino que debió adoptar la juez a quo, como así lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia T-995/08, era el de haber rechazado de plano la demanda, sin necesidad de ingresar en el fondo del asunto.

No obstante, como admitió la demanda y dispuso vincular a las entidades que presuntamente vulneraron sus derechos, con miras a enderezar el procedimiento por parte de una de las servidoras judiciales se acudió a la cárcel de Pereira un día antes de dictar sentencia, donde el señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ se ratificó en los hechos y pretensiones de la acción de tutela promovida a su favor. Tal escenario fue el que le permitió a la funcionaria de primer nivel ingresar al análisis del asunto planteado, lo que de no haberse hecho comportaría inevitablemente el rechazo de la tutela.

Ahora bien, en este caso la solicitud que hace el señor RODAS HERNÁNDEZ por intermedio de su compañera permanente, es que por parte del INPEC se proceda a ordenar su traslado al patio ERE del EPMSC de Pereira, por tener la condición de exservidor público, máxime que los hechos que conllevaron a emitir la condena en su contra tuvieron ocasión cuando se desempeñaba como Gerente de la EPS Risaralda, así como haber ocupado otros cargos en entidades públicas hasta el momento en que se produjo su aprehensión.

Así mismo reclama la protección del derecho a la salud, a raíz de su patología de diabetes, la cual requiere el suministro de insulina, y que debe tener unos estándares de conservación y refrigeración para cumplir su función, pero las condiciones del penal no la garantizan. Aduce igualmente que la comida que allí se le suministra está prohibida por prescripción médica y que requiere unas valoraciones que fueron ordenadas por medicina legal.

Del estudio de la impugnación presentada por la agente oficiosa se hace evidente que lo pedido hace referencia a situaciones novísimas y que no fueron objeto de la inicial demanda, motivo por el cual no fueron analizados por la a quo, ni tenidas en cuenta por las entidades vinculadas para responder a ellas, por lo cual esta Corporación se abstendrá de hacer un análisis con respecto a las mismas, quedándole la oportunidad al actor, si así lo considera, de interponer una nueva acción constitucional al respecto. Nos referimos concretamente al traslado de cárcel del que fue objeto el señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, quien en la actualidad se encuentra en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de La Dorada (Cds.) -como así se verificó con un funcionario de la Cárcel de Pereira y en el sistema SISIPEC- lo que en sentir de la agente oficiosa vulnera no solo los derechos del interno, sino de los demás hijos que este tiene, de los cuales existe uno en común que tiene cuatro años.

En relación con dicho traslado de establecimiento penitenciario, se observa que este fue ordenado por resolución 902727 de agosto 16 de 2011 expedido por el Director General del INPEC, el cual tuvo como soporte la petición del Director del EPMSC de Pereira, a raíz de dos órdenes constitucionales que le impidieron recibir nuevos reclusos por el nivel de hacinamiento que presenta dicha cárcel, y con miras a albergar a los detenidos ubicados en las unidades transitorias de la Policía y del CTI.

Aunque en la impugnación hizo mención la señora NATALIA TRILLERAS a una supuesta represalia del Director de la Cárcel de Pereira en contra de su compañero GUSTAVO RODAS lo que originó tal movimiento, para la Sala ello no tiene soporte alguno, toda vez que el Director del INPEC ante la solicitud del Director del centro carcelario, de conformidad con lo reglado en el artículo 74 de la Ley 65/93, modificado por el canon 52 de la Ley 1709/14, podía disponer el traslado de un establecimiento a otro. Y en efecto en el artículo 53 de esta última norma, que también modificó la regla 75 de la Ley 65, señala, entre otras, como una de las causales para proceder al  traslado de internos es: “4. Cuando sea necesario para descongestionar el establecimiento”. 

Es un hecho notorio y por lo mismo conocido por todos, el alto índice de hacinamiento que actualmente padece la Cárcel de Pereira, lo que ha conllevado a que muchas personas permanezcan en unidades de policía o del CTI al no haber podido ingresar al Establecimiento Carcelario, por lo cual tal decisión no se entiende caprichosa ni como represalia por las peticiones que el interno GUSTAVO RODAS haya elevado, como tampoco con ocasión de esta acción constitucional, según así lo esgrime la recurrente, sino como el ejercicio de uno de los deberes funcionales que les asiste, ya que junto a él fueron trasladados 83 reclusos más a otros centros penitenciarios  ubicados todos en el departamento de Caldas.

Si bien dicho movimiento se advierte normal dentro del devenir de las actividades del INPEC, el tema de si con ello se afectaron o no los derechos del actor y de sus hijos, uno de los cuales tiene en común con la agente oficiosa, será un tema que no se estudiará en esta instancia por cuanto, se itera, no fue objeto de reclamo alguno y ello solo se conoció en sede de apelación.

Pero aun así, debe decirse que a raíz de ese traslado, por parte del  INPEC se le reconoció al señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ su condición de exservidor público. Y ello tiene asidero no solo en lo plasmado en la resolución ya mencionada, sino en la información que se le entregó al procesado por parte del Grupo de Asuntos Disciplinarios mediante misiva de agosto 23 de 2017, donde además de comunicarle sobre el movimiento ordenado, se le indica que 
“se dispuso su ubicación en el pabellón 10 A sitio establecido como de reclusión especial ERE, lugar donde se le garantizará su correcta permanencia” 
.
Aunque en principio se le había vulnerado el derecho de petición y de contera el debido proceso al señor RODAS HERNÁNDEZ, al no habérsele dado respuesta a la solicitud de traslado al patio ERE del EPMSC de Pereira, a raíz del cambio de centro de reclusión donde se ubicó en un patio que comporta tal naturaleza, conlleva predicar que las circunstancias que generaron la interposición de esta acción constitucional se encuentran superadas.

Y es que aunque no se le había respondido a la abogada del señor GUSTAVO RODAS la petición de internación en el patio ERE, tal situación se concretó al momento de su traslado a la Dorada, donde se ordenó que fuera en uno de estos lugares donde permaneciera recluido, informándosele acerca de la expedición del respectivo acto administrativo que así lo dispuso.

En igual sentido y frente al reclamo que se hizo, en punto de la prestación de los servicios médicos asistenciales del interno GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ, es claro que ante dicho traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario de La Dorada, será allí donde le deberán brindar la atención que requiera, máxime que éste por su condición de diabético requiere el suministro de la insulina, así como una alimentación acorde con tal patología.

No obstante que la recurrente tilda como falaz la información que dio el Director de la Cárcel de Pereira al contestar la tutela, en el sentido que al señor RODAS HERNÁNDEZ se le ha otorgado servicio médico y suministrado los remedios que requiere, para la Sala tal situación se halla probada en el dossier
, al aportarse constancia de medicamentos entregados, órdenes para valoración por nutricionista, ficha de atención por nutricionista, relación de fecha de suministro de insulina, control por consulta externa y remisión a medicina legal, lo que implica que el INPEC sí ha adelantado las acciones necesarias para procurar la protección del derecho fundamental a la salud del recluso.
Precisamente por ello, la a quo en su momento negó las pretensiones en tal sentido, pues se advertía con meridana claridad que desde el día siguiente a aquel en que el señor GUSTAVO RODAS ingresó al penal en julio 6 de 2017 se procedió por parte de Sanidad de la prisión a concederle la atención requerida.

Aunque en la sentencia de tutela igualmente se dispuso que la Dirección del Centro Carcelario de Pereira adelantara las gestiones pertinentes para las remisiones médicas que le fueron prescritas al señor GUSTAVO RODAS por parte del Instituto Nacional de Medicina Legal, es evidente que ante el traslado de este se genera una imposibilidad jurídica del Director de dicho centro en adelantar tal actividad, sin que dicha orden en sede de segundo grado pueda transferírsele al Director del Establecimiento Carcelario de la Dorada, por cuanto no fue atado a la presente tutela y de procederse de tal manera se le quebrantaría el derecho de defensa y por ende al debido proceso.
De lo anteriormente analizado concluye la Sala que a raíz del traslado del señor GUSTAVO RODAS HERNÁNDEZ a la Cárcel de La Dorada, las vulneraciones a los derechos fundamentales que en sentir de la agente oficiosa se ocasionaron en el EPMSC de Pereira, han sido superadas y en consecuencia se dispondrá la revocatoria del amparo otorgado.
De otro lado y de considerar la agente oficiosa que por parte del Director del EPMSC de Pereira se cometieron algunas irregularidades con su actuación, podrá acudir a la Oficina de Control Interno Disciplinario del INPEC, para formular la queja que estime pertinente, con miras a que dicha autoridad sea la que determine si dicho funcionario pudo incurrir en quebrantamiento del Código Único Disciplinario.
6.- DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE REVOCA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento al haber sido superados los hechos que dieron lugar a la acción, en lo que hace con las autoridades vinculadas a la presente actuación. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 152 vto.


� Ver folio 46 y ss.
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